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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta tanto por la UNIDAD DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS quien es la accionada en este asunto, y por el accionante el señor HAROLD SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, contra el fallo proferido el 28 de agosto de 2013 por el cual el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad.
ANTECEDENTES

Relata el accionante que en el año 2007 declaró ante Acción Social como víctima del desplazamiento forzado, ese mismo año quedó inscrito junto con su grupo familiar inmediato en el RUPD, ostentando la calidad de jefe de grupo. Igualmente, hace saber que en el año 2011 fue enterado por parte de la accionada de que desde el año 2009 la jefatura de su grupo familiar había cambiado y que ahora dicha calidad la ostentaba la señora Fanny Hueje Aldana, quien estaba registrada en el grupo familiar como su compañera permanente; igualmente le indicaron que dicho cambio se dio a solicitud de ella, y con base en una declaración que ella hiciera ante una Comisaría de Familia, porque él supuestamente había abandonado el hogar sin que se conociera su paradero, dejándola sola con su pequeño hijo de 6 años, quien requería de las ayudas del Estado para la población desplazada; como consecuencia de lo anterior, indica que desde entonces, y a pesar de que en la actualidad y desde hace unos años conformó un hogar con otra persona, es ella quien ha reclamado las prórrogas de ayudas humanitarias, sin repartir las mismas con los demás miembros del grupo familiar.  
Respecto de lo anterior, afirma el señor Sánchez que nunca fue enterado por parte de la desaparecida Acción Social de los trámites para el cambio de jefe de hogar; igualmente, hace saber que en la actualidad se encuentra en tratamiento oncológico recuperándose de un cáncer de colon, situación que lo incapacita para ejercer cualquier actividad laboral, motivo por el cual requiere de las ayudas económicas a las cuales tiene derecho en su calidad de desplazado, por lo que ha solicitado ante la UARIV en varias oportunidades, sin éxito hasta el momento, la división de grupo familiar, para de esa manera quedar como jefe de hogar de su actual familia y poder acceder a las ayudas humanitarias, proceso que considera fue el que se debió llevar a cabo con su excompañera, cuando ella solicitó el cambio. 
De acuerdo a lo anterior, solicita sean tutelados sus derechos fundamentales al mínimo vital y la vida en condiciones dignas, y en consecuencia se le ordene a la UARIV ejecutar la división de grupos familiares para que de esa manera se conformen dos grupos familiares nuevos, el suyo y el de su excompañera, con el fin de que ambos puedan continuar recibiendo las ayudas del gobierno. Adicionalmente, solicita se ordene el suministro inmediato del subsidio denominado por la entidad ayuda humanitaria, teniendo en cuenta su condición de salud.  
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación, admitió la demanda tutelar, corrió el traslado a la parte accionada en la forma indicada en la ley y al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió en providencia fechada el 28 de agosto de 2013, no tutelar los derechos invocados por el actor, al considerar que en el actuar de la entidad no existía vulneración de los mismos, y que la entidad había explicado en demasía las razones por las cuales no era posible acceder a esa división de grupo familiar. Sin embargo, encontró que era procedente tutelar el derecho fundamental de petición del señor Sánchez Hernández toda vez que el mismo se veía vulnerado por cuanto la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas no le había dado respuesta al último derecho de petición que él presentara, por ello le ordenó a la UARIV que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de la decisión procediera a responderle de fondo su última petición.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez fue notificado de la decisión, el señor Harold procedió a presentar escrito de impugnación mostrando su inconformidad con el fallo de primer nivel, indicando para ello que el Juez A-quo no tuvo en cuenta las pruebas aportadas por él dentro de su tutela, como la copia de la declaración rendida ante la Comisaría de Familia y la solicitud ante Acción Social para el cambio de jefe de hogar, documentos en donde se puede apreciar la mala fe con la cual actuó su excompañera al momento de realizar los trámites. Adicionalmente indica que no puede decirse que la UARIV no ha vulnerado sus derechos, simplemente porque le ha dado respuesta a todas sus solicitudes de separación de grupos familiares, pues las mismas han sido de manera negativa, argumentando para ello, que no es posible acceder a lo pedido porque los grupos deban mantenerse conformados tal cual fueron inscritos, motivo por el cual no entiende entonces, cómo sí fue procedente en su momento realizar el cambio de jefe de hogar sin consultarle antes a él y sin llamarlo a corroborar la información dada por la solicitante. Concluye su escrito, solicitando se tenga en cuenta que no tiene otros mecanismos de defensa, aparte de la tutela, para solicitar la protección a sus derechos, y para que la entidad acceda a autorizar y realizar la división de núcleos familiares, para que él pueda acceder a las ayudas humanitarias, que en la actualidad sólo percibe su excompañera quien conformó otra familia, y que los trámites que ella realizó en el pasado para el cambio de jefe de hogar lo tienen a él en estos momentos en una situación de vulnerabilidad y desprotección al no poder contar con los subsidios. Por todo lo anterior, solicita se falle en derecho y se revoque la decisión de instancia.  
La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas a través de su representante judicial, presentó escrito de impugnación, el 6 de septiembre del año avante, en el cual hizo saber que ya dio respuesta a la última solicitud de división de grupo familiar presentada por el accionante, indicándole nuevamente las razones por las cuales no es posible acceder a su pedimento. considera que las causas que dieron origen a la orden constitucional han desaparecido y por tanto es procedente revocar el fallo de primera instancia por verificarse la ocurrencia del fenómeno del hecho superado. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 
Antes de entrar a estudiar en detalle el asunto en revisión, quiere la Sala indicar que la impugnación propuesta por la UARIV no será tenida en cuenta, toda vez que la misma fue extemporánea, ello por cuanto esa entidad fue notificada de la decisión de primer nivel el día 2 de septiembre de este año, de allí que los tres días hábiles para impugnar le corrieron el 3, 4 y 5 de septiembre de 2013 como se aprecia en la constancia secretarial
, y el escrito fue allegado el día 6 de ese mismo mes y año, esto es un día después de vencido el término para ello. 

Así las cosas, le corresponde determinar a la Sala, si la entidad impugnante ha vulnerado los derechos fundamentales reclamados por el petente, de manera que deba confirmarse el fallo del Juez A-quo o si por el contrario es necesario revocarlo para de esa manera ordenarle a la unidad accionada, proceder a realizar la división del grupo familiar que al momento de la declaración conformaba él con la señora Hueje. 
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 
El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que no le ordenó a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, realizar la división del grupo familiar con el cual se encuentra inscrito el señor Sánchez, a fin de que éste pueda ser registrado como jefe de hogar con su actual familia, para con ello poder acceder a las ayudas humanitarias. 
De las ayudas humanitarias para los desplazados: 

El Gobierno Nacional a través de la Ley 1448 de 2011 dictó medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, integrando para ello una serie de instituciones y entidades estatales, quienes a través de un conjunto de medidas de asistencia y atención humanitaria tratan que estas personas superen la situación calamitosa en la que quedan después de verse obligadas a abandonar sus hogares; estas ayudas se otorgan por etapas así, i) atención inmediata, ii) ayuda humanitaria de emergencia y iii) atención humanitaria de transición. La primera de ellas es definida en el artículo 63 de la norma en cita de la siguiente manera “la ayuda humanitaria entregada a aquellas personas que manifiestan haber sido desplazadas y que se encuentran en situación de vulnerabilidad acentuada y requieren de albergue temporal y asistencia alimentaria.”. De manera subsiguiente el art. 64 establece que en la segunda etapa se entrega “la ayuda humanitaria a la que tienen derecho las personas u hogares en situación de desplazamiento una vez se haya expedido el acto administrativo que las incluye en el Registro Único de Víctimas, y se entregará de acuerdo con el grado de necesidad y urgencia respecto de su subsistencia mínima.”, por último, la ley indica que la atención humanitaria de transición “Es la ayuda humanitaria que se entrega a la población en situación de Desplazamiento incluida en el Registro Único de Víctimas que aún no cuenta con los elementos necesarios para su subsistencia mínima, pero cuya situación, a la luz de la valoración hecha por la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, no presenta las características de gravedad y urgencia que los haría destinatarios de la Atención Humanitaria de Emergencia.”
 
Adicionalmente, esta norma indica cuándo se entiende que ha cesado la condición de vulnerabilidad y la manera como se los organismos estatales corroboraran si ello es así:

“ARTÍCULO 68. EVALUACIÓN DE LA CESACIÓN DE LA CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y DEBILIDAD MANIFIESTA. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y los alcaldes municipales o distritales del lugar donde reside la persona en situación de desplazamiento, evaluarán cada dos años las condiciones de vulnerabilidad y debilidad manifiesta ocasionada por el hecho mismo del desplazamiento.

Esta evaluación se realizará a través de los mecanismos existentes para hacer seguimiento a los hogares, y aquellos para declarar cesada la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta de acuerdo al artículo anterior.

Las entidades del orden nacional, regional o local deberán enfocar su oferta institucional para lograr la satisfacción de las necesidades asociadas al desplazamiento, de conformidad con los resultados de la evaluación de cesación.”
Complementando lo anterior el artículo 117 del Decreto 4800 de 2011 dispuso:

“Artículo 117. Superación de la situación de emergencia. Con base en la información recopilada a través de la Red Nacional de Información, se evaluará el acceso efectivo del hogar a los componentes de alimentación, alojamiento temporal, salud, y educación, a través de alguna de las siguientes fuentes:

1. Participación del hogar de los programas sociales orientados a satisfacer las necesidades relativas a estos componentes.

2. Participación del hogar en programas sociales orientados al fortalecimiento de las capacidades de autosostenimiento del hogar.

3. Participación del hogar en procesos de retorno o reubicación y acceso a los incentivos que el gobierno diseñe para estos fines.

4. Generación de un ingreso propio que le permite al hogar suplir de manera autónoma estos componentes.

5. Participación del hogar en programas de empleo dirigidos a las víctimas.

Una vez se establezca que el hogar cuenta con acceso a los componentes de alimentación, alojamiento temporal, salud y educación a través de alguna de las fuentes mencionadas, se considerará superada la situación de emergencia producto del desplazamiento forzado y se realizarán las remisiones correspondientes para garantizar el acceso a los demás componentes de la atención integral, con el fin de avanzar en la cesación de la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta.”

En punto de la división de grupos familiares: 
En términos generales, las normas atrás transcritas están diseñadas para que no se dé una separación de los grupos familiares que son registrados como unidad en el RUV, sin embargo, el legislador previendo que el mismo fenómeno del desplazamiento podría generar situaciones de abandono o separación de los núcleos familiares estableció lo siguiente: 

“Artículo 119. Ayuda humanitaria en caso de división del grupo familiar. Cuando se efectúe la división de grupos familiares inscritos en el Registro Único de Víctimas, se mantendrá el monto de la ayuda humanitaria que el grupo inicial venía recibiendo y seguirá siendo entregado al jefe de hogar que había sido reportado.

Parágrafo. En aquellos grupos familiares cuya división obedezca al abandono por parte del jefe del hogar y se requiere la protección de los niños, niñas y adolescentes o es producto de violencia intrafamiliar, dichos hogares recibirán de manera separada la ayuda humanitaria correspondiente, de manera proporcional según la conformación del grupo familiar.

Para tal efecto, la persona deberá acreditar de manera sumaria dicha situación. La Unidad Administrativa para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas podrá solicitar al Defensor de Familia o al Comisario de Familia correspondiente, la información que le permita realizar la entrega separada de la citada ayuda humanitaria.”
De lo anterior, se puede concluir que sí es viable que en ciertos casos se de la división de los grupos familiares inicialmente inscritos en el RUV, siempre y cuando se cumplan con ciertos requisitos; de allí que en la página de Internet del DPS al respecto se diga: 
“División del Grupo Familiar
De acuerdo con la Sentencia T-025 de 2.004 donde señala que: "dada la complejidad administrativa que implicaría permitir el cambio de inscripción por la mera voluntad del desplazado o el riesgo de que ello sea solicitado estratégicamente con el fin de aumentar la ayuda recibida, resulta razonable que no sea posible obtener un nuevo registro, máxime si se tiene en cuenta que en todo caso, las ayudas se canalizarán a través del núcleo familiar con el cual fueron registrados".
· Divorcio o separación de la pareja: se debe solicitar la constancia de dicha modificación ante la respectiva autoridad de la jurisdicción de familia, es decir ante la comisaría de familia o el juez de familia y analizar el caso a la luz de la Sentencia T-025 de 2.004, estableciendo quien de los miembros del hogar tiene la custodia de los menores. 
· También es valida la custodia provisional que otorga el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF, mientras se define la definitiva por las autoridades de la jurisdicción de familia, esto para proteger los derechos de los menores.
· Separación del grupo familiar inicial si se evidencia que hay varios grupos”

Del caso concreto: 
En el presente asunto, el señor Sánchez solicita se realice la división del grupo familiar en el RUV para que tanto él como su excompañera, quien actualmente figura como jefe del mismo, continúen recibiendo ayudas humanitarias, especialmente las que se dan en dinero, teniendo en cuenta que hace varios años ya no conviven juntos y ella, a pesar de continuar recibiendo la ayuda no le da nada de esa a él, a sabiendas de que se encuentra en una difícil situación por su estado de salud. 
Teniendo en cuenta lo anterior, y que hasta la fecha la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las víctimas le ha dicho al actor que ello no es posible, debe entrar la Sala a revisar el asunto con base en las normas atrás transcritas. 
En ese orden, y más allá de las aseveraciones realizadas por el accionante respecto a que su excompañera realizó el trámite de cambio de jefe de hogar de mala fe y a sus espaldas, encuentra la Sala que lo evidente acá es que ese grupo familiar inicialmente inscrito en el RUPD hoy RUV ya no está unido, y que por tanto sus miembros no están compartiendo los beneficios económicos de las ayudas Estatales para la población desplazada; motivo este suficiente para que dando aplicación a lo establecido en el artículo 119 del Decreto 4800 de 2011 se realice por lo menos el estudio de viabilidad a fin de determinar, sí es posible que esa división se realice, para lo cual no basta con el análisis jurídico de la normas, pues en aras de proteger los derechos que el accionante tiene en su condición de desplazado, la accionada, como mínimo debe realizar la visita de caracterización y verificación de las condiciones actuales del señor Harold, para después y de manera motivada decidir si es necesario y pertinente realizar la división del grupo familiar y repartir entre ellos las ayudas que una sola persona está recibiendo ahora. 
A pesar de lo dicho, quiere la Sala aclarar que con ello no se está ordenando la división del núcleo familiar con el cual el actor se encuentra inscrito en el RUV, simplemente se dice que como en algunos casos ello es viable, según las normas vigentes, se le ordena a la UARIV revisar el asunto en cuestión teniendo en cuenta las condiciones actuales de vida del actor, para determinar si esa separación es posible. Adicionalmente, se desea dejarle claro al señor Harold, que las ayudas humanitarias en dinero no son un subsidio, y a parte de esa hay otro tipo de auxilios que el Estado tiene destinados para las familias en condición de desplazamiento y a los cuales él puede acceder sin necesidad de estar registrado como el jefe de hogar, como lo son los programas productivos para la estabilización socioeconómica, por tal motivo se instará a la AURIV para que le brinde orientación respecto de los otros programas a los que puede acceder en su condición de desplazado.
De acuerdo a lo dicho hasta el momento, se mantendrá la negativa de ordenar por este medio constitucional la división del grupo familiar con el cual el actor se encuentra inscrito en el RUV, sin embargo se modificará el numeral segundo de la decisión revisada, para en su lugar ordenarle a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, realizar visita de verificación y caracterización de las condiciones actuales de vida del accionante, a fin de que con ello y de acuerdo a las normas atrás transcritas, se determine, mediante acto administrativo motivado, sí es o no posible acceder a la división de grupo familiar por él solicitada. Igualmente se le ordenará a la accionada informar sobre el asunto a la señora Fanny Hueje Aldana, para que ella, como jefe de hogar del núcleo familiar sobre el cual se solicita la división, haga parte de la actuación y pueda ejercer sus derechos de contradicción y defensa, para de esa manera respetarle su derecho al debido proceso. Adicionalmente se instará a la unidad para que le brinde al señor Sánchez orientación sobre los demás programas, especialmente los productivos, a los cuales puede acceder en su condición de desplazado sin necesidad de ser el jefe de hogar. Las demás órdenes dadas por el Juez A-quo se mantendrán tal como se emitieron. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad conferida en la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de origen, fecha y contenido indicados, especialmente en punto de la negativa de ordenar por este medio la división del grupo familiar solicitada por el accionante.
SEGUNDO: MODIFICAR el numeral segundo del fallo revisado, para ya no instar, sino ORDENARLE a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, realizar visita de verificación y caracterización de las condiciones actuales de vida del señor Sánchez Hernández, a fin de que con ello y de acuerdo a las normas atrás transcritas, se determine, mediante acto administrativo motivado, sí es o no posible acceder a la división de grupo familiar por él solicitada.
TERCERO: ORDENAR a la UARIV informar sobre este asunto a la señora Fanny Hueje Aldana, para que ella, como jefe de hogar del núcleo familiar sobre el cual se solicita la división, haga parte de esa actuación y pueda ejercer sus derechos de contradicción y defensa, para de esa manera respetarle su derecho al debido proceso
CUARTO: INSTAR a la unidad para que le brinde al señor Sánchez orientación sobre los demás programas, especialmente los productivos, a los cuales puede acceder en su condición de desplazado sin necesidad de ser el jefe fe hogar.
QUINTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ

Secretario
� Folio 135 del cuaderno de tutela. 


� Artículo 65 Ley 1448 de 2011.


� Tomado de � HYPERLINK "http://www.dps.gov.co/contenido/contenido.aspx?catID=295&conID=1953&pagID=3217" �http://www.dps.gov.co/contenido/contenido.aspx?catID=295&conID=1953&pagID=3217�. 
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